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840 mil muertes al año
revelan el peligro silencioso

del mal diseño laboral
Un trabajo mal diseñado o mal gestionado no solo puede afectar la
motivación, el compromiso o la productividad de las personas. Tam-
bien puede enfermarlas gravemente e, incluso, llegar a matarlas. No
es una exageración retórica. Es una realidad incómoda que el mundo
laboral ya no puede seguir tratando como un problema secundario.
Según el reciente informe "El entorno psicosocial en el trabajo de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT)", más de 840.000 per-
sonas mueren cada año por problemas de salud vinculados a riesgos
psicosociales. Y no nos referimos a caídas, golpes u otros accidentes
tradicionales, sino a enfermedades cardiovasculares y trastornos
mentales provocados directamente por la forma en que el trabajo se
diseña, organiza y gestiona.
El mismo reporte estima que estos riesgos provocan anualmente
la pérdida de cerca de 45 millones de años de vida ajustados por
discapacidad. Además, calcula que el impacto combinado de estas
enfermedades equivale a una pérdida anual cercana al 1,37% del PIB
mundial. Dicho de otro modo, el mal diseño del trabajo no solo tiene
costos humanos profundos, sino también consecuencias económicas
de enorme magnitud que cruzan a todo tipo de organizaciones.
Este diagnóstico global adquiere una urgencia particular cuando mi-
ramos el contexto de Chile. Con una tasa de desocupación nacional
que llegó al 8,9% durante el trimestre enero-marzo, y un país que
acumula 38 meses consecutivos con un desempleo igual o superior
al 8%, es comprensible que la discusión pública se concentre en la
necesidad de generar más puestos. Sin embargo, las cifras de la OIT
nos obligan a ampliar la conversación. No basta con crear empleos;
debemos preguntarnos urgentemente bajo qué condiciones se de-
sarrollan y qué efectos tienen sobre la vida de quienes los ocupan.
Para hacernos cargo, primero hay que entender que hablar de riesgos
psicosociales no significa únicamente hablar de "estrés" o bienestar
emocional en términos generales. Significa observar cómo está
configurado el sistema. Implica analizar las demandas cognitivas y
emocionales, la carga y el ritmo de trabajo, la calidad de la supervisión
y la existencia real (no solo en el papel) de políticas de protección y
prevención del acoso.
Por lo mismo, el problema rara vez está en la falta de resiliencia o en
la capacidad de adaptación de las personas. El problema radica en el
diseño estructural del trabajo.
Gestionar seriamente estos riesgos requiere mucho más que iniciativas
aisladas. No basta con una charla de autocuidado o una actividad
puntual de bienestar. Si las cargas siguen siendo desproporcionadas,
si los liderazgos son deficientes o si las políticas internas solo exis-
ten para cumplir formalmente con exigencias regulatorias, cualquier
intervención será cosmética e insuficiente.
En tiempos de alto desempleo, es muy tentador pensar que cualquier
empleo es mejor que ningún empleo. Pero esa afirmación, aunque
comprensible en lo inmediato, nos empuja a normalizar condiciones
laborales dañinas. El desafío del país no es solo crear más empleo,
sino crear mejor empleo.
El trabajo puede ser una tremenda fuente de bienestar, identidad y
propósito. Pero cuando está mal diseñado, se convierte en una ame-
naza silenciosa. Si el trabajo puede llegar a matar, entonces mejorar
su calidad deja de ser un lujo de recursos humanos para convertirse en
una exigencia ética, social y económica. Un buen trabajo no debería ser
solo una fuente de ingresos, sino un lugar donde las personas quieran
estar, y no simplemente un espacio donde deban resistir porque no
tienen otra opción.
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La ilusión de
reconstruir rápido

El denominado "Plan de Reconstrucción Nacional" impulsado
por el gobierno se presenta como una respuesta ágil frente a
las crisis que atraviesa el país. Sin embargo, bajo esa atractiva
narrativa de urgencia, subyace una pregunta: ¿ reconstrucción
a costa de qué territorios y de quiénes?
Reconstruir trasciende la mera edificación de infraestructura;
implica restaurar el delicado tejido que une a las comunidades
con los ecosistemas que las sostienen. Y es en esa dimensión
donde este tipo de propuestas suelen fracasar. La promesa de
agilizar permisos y "destrabar" inversiones suena razonable en
el papel, pero en contextos de alta fragilidad socioambiental,
la velocidad no es neutral: es una toma de posición. Acelerar
procesos se traduce, con frecuencia, en eludir la evaluación
de impacto ambiental, marginar la participación ciudadana y
sobrepasar la capacidad de carga de los entornos naturales. No
estamos ante un ajuste técnico, sino ante una reconfiguración
en la distribución del riesgo y el poder.
Chile conoce este patrón. Las zonas de sacrificio, la crisis hídrica

y la expansión de actividades en ecosistemas frágiles han de-
mostrado empiricamente que los costos del deterioro ambiental
nunca se reparten de forma equitativa. Son las comunidades
rurales y periféricas las que terminan perdiendo sus medios
de vida y absorbiendo los impactos de decisiones tomadas a
kilómetros de sus realidades. Una reconstrucción que arrasa
con el entorno natural para levantar cemento no reconstruye:
simplemente redistribuye y profundiza los daños sociales.
A este escenario se suma una ceguera inexcusable: la crisis cli-
mática. Chile no enfrenta emergencias aisladas, sino una trans-
formación estructural marcada por la megasequía, el aumento
de incendios forestales y la pérdida acelerada de biodiversidad.
Reconstruir dando la espalda a los criterios de adaptación
climática y resiliencia ecosistémica no solo es ineficiente; es
una irresponsabilidad intergeneracional. El desafío no radica
en pavimentar más rápido, sino en hacerlo mejor: protegiendo
humedales, integrando soluciones basadas en la naturaleza y
proyectando una planificación territorial que entienda que un
medio ambiente sano es nuestra principal barrera de defensa.
La gobernanza es otro foco de alarma. Las leyes misceláneas
tienden a centralizar decisiones y asfixiar los espacios de
deliberación local, ignorando el conocimiento vital que las
comunidades tienen sobre su propio entorno. La evidencia es
categórica: los proyectos que se imponen sin participación
temprana y sin respeto por las dinámicas ecológicas locales
enfrentan mayores niveles de judicialización y conflicto so-
cioambiental. Lo que hoy se disfraza de eficiencia termina
engendrando lo contrario.
En el fondo, este debate trasciende la discusión sobre un cuer-
po legal; es un cuestionamiento directo a nuestro modelo de
desarrollo. ¿ Buscamos reconstruir para aferrarnos a un sistema
que depreda la naturaleza y nos hace más vulnerables, o para
transitar hacia un paradigma justo y sostenible? La primera
ruta es innegablemente más rápida a corto plazo; la segunda
es más exigente, pero duradera.
Toda política pública en esta materia debe responder con ho-
nestidad a una disyuntiva final: ¿ estamos resolviendo las crisis
socioambientales o simplemente desplazando la devastación
en el tiempo y la geografía? Si es lo segundo, abandonemos la
ilusión: no estamos reconstruyendo, estamos pavimentando el
camino hacia el colapso.
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